
   
  

 

 

 

2. El escándalo de la impunidad* 

Luis de la Barreda Solórzano** 

No es que los esfuerzos del hombre puedan 
resolver lo trágico ––pues tales esfuerzos son 

parte fundamental de la tragedia misma––, 
sino que muestran cómo intentar vivir con 

nobleza y cordura sobre el fondo fatal y azaroso 
en que la existencia humana se recorta… 

Fernando Savater, La tarea del héroe 

SUMARIO: I. Un récord lúgubre. II. Resultados. III. La impunidad. 
IV. Amnistía y Guardia Nacional. V. ¿Qué hacer? VI. Telón: conse-
cuencias sociales. 

I. Un récord lúgubre 

No sé si el principal, pero sin duda uno de los motivos que más pesa-
ron en el ánimo de los ciudadanos mexicanos al momento de emitir su 
voto en la elección presidencial de julio de 2018, fue el de la crimina-
lidad impune que azota a numerosas entidades del país. La seguridad 
pública —como la salud— es uno de esos bienes cuyo valor se apre-
cia, sobre todo, cuando los vemos deteriorarse. Para disfrutar plena-

* Este texto es una actualización del que escribí para el libro colectivo ¡Sí hay 
salidas!, coordinado por Raúl Contreras y Pedro Peñaloza, Porrúa/unam, 2018. 

** Coordinador del Programa Universitario de Derechos Humanos de la unam, 
expresidente fundador de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal. 
Miembro de la Academia Mexicana de Ciencias Penales. 
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mente del resto de nuestros derechos es condición indispensable vivir 
en un ambiente social razonablemente seguro. Pocos factores como 
la inseguridad menguan tanto la calidad de vida de los habitantes de 
una comunidad. 

En el sexenio del presidente Enrique Peña Nieto se superó la 
cantidad de homicidios dolosos registrados en el anterior gobierno, el 
del presidente Felipe Calderón Hinojosa, durante el cual la tasa de in-
cidencia de ese delito era la mayor de las últimas dos décadas, la más 
alta desde que se lleva un registro oficial. También los secuestros, las 
extorsiones y otros delitos de gravedad mayúscula alcanzaron cifras 
muy altas, pero la pertinencia de referirnos al homicidio se justifica 
porque es el delito con menor cifra oculta, no obstante los macabros 
hallazgos de fosas clandestinas en las que se han localizado decenas 
de cadáveres correspondientes a homicidios que escaparon de la esta-
dística oficial. 

Hace 20 años México tenía una tasa de homicidios dolosos de 19 
por cada 100 000 habitantes.1 Se cometían, sobre todo, en municipios 
pobres, carentes de luz eléctrica y piso firme en las casas, y obede-
cían principalmente a atavismos culturales: riñas por tierras, disputas 
religiosas, pleitos de cantina, alardes de machismo fanfarrón, líos de 
faldas, celos exacerbados, venganzas entre familias… Las entidades 
con mayor incidencia eran tres de las más pobres del país: Chiapas, 
Guerrero y Oaxaca. A partir de entonces la tasa empezó a descender. 
En la siguiente década no hubo un solo año en que repuntara. La dis-
minución fue paulatina pero sostenida. No se debió, por supuesto, a 
que contáramos con mejores policías o ministerios públicos, que si-
guieron tan ineficientes como siempre, ni a que la pobreza descendiera 
significativamente. 

Creo que la razón principal del descenso fue el avance del proce-
so civilizatorio: jóvenes mejor educados que sus padres, calles ilumi-
nadas, hogares menos precarios, la televisión y el cine. ¿La televisión 
y el cine? Sí, en las series televisivas, las telenovelas y las películas 
—a las que ya se tenía acceso gracias a los dvd, aun si en el poblado 
no había un cine–– los espectadores veían con frecuencia la ridiculi-
zación del machismo, la exhibición de las agresiones irracionales que, 
por sí mismas, evidenciaban su irracionalidad. 

Sistema Nacional de Seguridad Pública (https://www.gob.mx/sesnsp/acciones-
y-programas/incidencia-delictiva-87005). 
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En La región más transparente, de Carlos Fuentes, el protago-
nista, el escritor Manuel Zamacona, para celebrar que ha terminado su 
último libro, viaja solo rumbo a una playa en su automóvil, al que se 
le acaba la gasolina en despoblado en un punto del trayecto. A lo lejos, 
Zamacona ve una luz y camina hacia ella. Se trata de una cantina en 
medio de la nada. Entra a pedir ayuda y apenas ha dado las buenas 
noches cuando un parroquiano le da un tiro que lo priva de la vida. 
El tirador se justifica ante la concurrencia: a él nadie lo mira de esa 
manera. Esa clase de asesinatos ––lo maté porque me vio feo–– cada 
vez fueron menos frecuentes en México. Nuestro machismo se fue 
suavizando, nuestros impulsos atávicos se neutralizaban. Nos estába-
mos convirtiendo en un país más civilizado. 

En 2007, se llegó a una tasa de ocho homicidios por cada 100 000 
habitantes,2 tasa altísima, si nos comparamos con cualquier país de la 
Unión Europea ––en los que, en promedio, se comete un homicidio 
doloso por cada 100,000 habitantes––, con Canadá, con Japón y aun 
con Estados Unidos, a pesar de la omnipresencia de armas en el país 
vecino; pero era menos de la mitad que 10 años atrás, y todo indicaba 
que iba a seguir bajando. Íbamos por buen camino; había motivos para 
el optimismo. 

A poco de iniciarse su gobierno, Felipe Calderón recibió la peti-
ción del gobernador perredista de Michoacán, Lázaro Cárdenas Battel, 
de que enviara al Ejército a ayudarlo a combatir la criminalidad que 
estaba causando estragos en su estado, que es también la entidad de la 
que es oriundo Calderón. Desde ese momento, el presidente creyó que 
era preciso emplear a las fuerzas armadas y a la Marina para combatir 
al crimen organizado, habida cuenta de que nuestras policías carecían 
de la capacidad y los recursos para enfrentarla. En el momento en que 
se inició la llamada “guerra contra el crimen organizado”, nadie sabía 
cuáles serían las consecuencias de patear el avispero. Fue como abrir 
la caja de Pandora. Los homicidios dolosos empezaron a aumentar 
desmesuradamente. Y también el resto de los delitos; entre ellos, los 
más graves: secuestro, extorsión, trata de personas… 

Ya no eran los homicidios por motivación atávica, que, por su-
puesto, no dejaron de ocurrir, pero cada vez más esporádicamente. 
Ahora, eran asesinatos entre las bandas, principalmente peleándose 
entre ellas el mercado de las drogas y el control territorial. La violen-

2 Idem. 
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cia se disparó en el norte, el oeste y el este del país; y alcanzó, incluso, 
a entidades que hasta entonces habían sido muy seguras. En solo cua-
tro años, entre 2008 y 2012, la tasa de homicidios dolosos se triplicó, 
llegando a 24 por cada 100 000 habitantes.3 En ese breve lapso no solo 
desandamos el camino que habíamos recorrido en 10 años, sino que 
superamos la tasa de finales de la década de 1990. 

El siguiente gobierno, el del presidente Enrique Peña Nieto, he-
redó una situación peliaguda. Su antecesor había dicho que se echaba 
mano de las fuerzas armadas ante la falta de cuerpos policiacos aptos 
para enfrentar los retos que planteaba el crimen organizado; pero esas 
corporaciones no se formaron. En su abrumadora mayoría, las poli-
cías siguieron en condición deplorable. ¿Qué debía hacer el presidente 
Peña Nieto? Ante la atroz realidad criminal del país, el presidente de-
cidió mantener al ejército en la batalla. 

II. Resultados 

Se logró asestar buenos golpes a las bandas. Pero cada que el Go-
bierno descabezaba un cártel grande, este no desaparecía, sino que se 
descomponía en bandas locales con menos integrantes y menos recur-
sos, mucho menos “profesionales”, pero aún más perniciosas para las 
ciudades y regiones en las que actuaban, a las que sometían a su ley 
no escrita: la sumisión, el pago de piso y el silencio. Cada que un gran 
capo ha caído preso o abatido, el enemigo, en vez de empequeñecerse, 
al fragmentarse se ha multiplicado, y allí donde había un problema 
han surgido problemas múltiples. 

Esta multiplicación hace recordar a la mitológica Hidra de Lerna, 
aquel despiadado monstruo acuático con forma de serpiente policé-
fala. Según la fuente que se consulte, tenía tres, cinco, siete, nueve o 
hasta cien cabezas, las cuales exhalaban fuego y un aliento letal. La 
Hidra, que destruía todo a su paso, era sumamente difícil de vencer, 
pues por cada cabeza que le era amputada le brotaban del cuello otras 
dos, instantáneamente. 

¿Por qué al caer un capo su lugar lo ocupan minicapos con sus 
respectivas organizaciones criminales? Porque no contamos con insti-
tuciones sólidas de seguridad pública y de procuración de justicia. Allí 

3 Idem. 
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donde hay vacío de autoridad los gobernados quedan a la deriva. El 
vacío de autoridad aumenta el poder de los criminales. Las pequeñas 
bandas llenan ese vacío y van creciendo hasta controlar el territorio e 
infiltrar a las instituciones. 

El crimen organizado se ha infiltrado profundamente en comuni-
dades, cuerpos policiacos, agencias del Ministerio Público y gobier-
nos; está provisto de infinitos recursos económicos y de armas abun-
dantes y poderosas; cuenta con copiosos ejércitos de reserva; carece 
de cualquier escrúpulo o sentimiento de compasión al cometer sus 
crímenes; desquicia el orden aun en ciudades hasta hace poco sin con-
siderables problemas de inseguridad, y ha llevado a las autoridades, 
desconcertadas ante la fuerza y la omnipresencia de ese monstruo, 
a tomar medidas que a veces contrarían esa conquista irrenunciable 
del proceso civilizatorio que son los derechos humanos. En ocasiones 
extremas, soldados, marinos o policías, presas de una tensión insopor-
table porque saben que en cualquier momento pueden ser objeto de un 
atentado letal, han errado el blanco y disparado a civiles inocentes o 
han ejecutado a presuntos criminales ya sometidos. 

Es verdad que es impensable que el crimen organizado pueda 
derrotar al Estado mexicano, pero sí lo está debilitando, llenando de 
fisuras, deslegitimándolo. Un Estado incapaz de ejercer el monopolio 
de la violencia, de recuperar los territorios bajo control de los crimi-
nales, de castigar un porcentaje aceptable de los delitos más dañinos 
es un Estado erosionado. La seguridad es el derecho primordial de los 
ciudadanos y, consecuentemente, la responsabilidad más importante 
del Estado. Si no es concebible que el crimen organizado derrote al 
Estado, el Estado tampoco ha sido capaz, ya no digamos de vencer, 
sino ni siquiera de contrarrestar las actividades devastadoras de los 
grupos criminales, que retan a las autoridades con desfachatez, orga-
nización y alto potencial lesivo. Es asombroso lo que logran: decenas 
de bloqueos viales simultáneos, incendios de gasolineras, derriba-
miento de un helicóptero militar cuya estructura fue traspasada por los 
proyectiles de las armas utilizadas, asesinatos de cientos de servidores 
públicos. Aterrador. 

Las bandas criminales son muy difíciles de combatir en socie-
dades donde abundan los vacíos de autoridad, es aguda la debilidad 
institucional y no se cuenta con policías y fiscales altamente profesio-
nales. Sus sicarios están entre nosotros: nos cruzamos con ellos en la 
calle, en los restaurantes, en el estadio, en la iglesia, en el transporte 
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público; transitan libremente por cualquier lugar; son invisibles hasta 
el instante mismo en que perpetran un crimen, y, después, vuelven a 
serlo. Son muchos y están en todas partes. Un gobierno no puede tener 
vigilancia omnipresente. 

Los jefes del crimen organizado no pretenden ganar una gue-
rra: quieren apropiarse de cierto territorio o defender la apropiación 
ya conseguida; deshacerse de sus rivales; hacer negocio con la venta 
de droga, la extorsión, el secuestro, la trata de personas y el robo de 
automóviles; aterrorizar a la población para que esta no los denuncie 
o incluso pida el retiro de las fuerzas de seguridad. La cantidad de 
delitos graves ha aumentado; han desaparecido decenas de miles de 
personas; se han encontrado cientos de cadáveres en fosas clandesti-
nas; varios medios de comunicación han renunciado, intimidados, a su 
libertad de información; muchos ciudadanos cierran sus negocios por 
no pagar derecho de piso o porque las extorsiones los han llevado a 
la ruina; muchos habitantes están abandonando, por temor, el lugar en 
que sus vidas habían discurrido, y las libertades se están conculcando. 
Es decir, la “guerra” contra el crimen organizado se está perdiendo. 

III. La impunidad 

Tanto como esa delincuencia desenfrenada, la impunidad ha deprimi-
do nuestro Estado de derecho y ha mellado la convivencia civilizada. 
La impunidad alienta a los potenciales delincuentes a seguir realizan-
do sus propósitos delictivos y genera en la población la sensación de 
indefensión absoluta: no es solo que la criminalidad lastime o destru-
ya vidas, quebrante patrimonios y aniquile la tranquilidad, sino que la 
falta de investigaciones rigurosas parece indicar que, independiente-
mente de leyes y organismos públicos para atenderlas, las víctimas en 
realidad no importan al aparato estatal. 

Esa impunidad viola constantemente un derecho humano básico: 
el derecho a una procuración de justicia recta, pronta y eficaz, el dere-
cho de las víctimas y del conjunto de la sociedad a que los presuntos 
delincuentes sean debidamente juzgados en un plazo razonable, sobre 
todo tratándose de los delitos más perniciosos. 

De los fenómenos que la espiral de violencia ha ocasionado, 
particularmente perturbador es el de las desapariciones. La cantidad 
de desapariciones ha alcanzado una magnitud espeluznante. Pueden 
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deberse a decisión propia del desaparecido, al actuar aislado de la de-
lincuencia, al actuar conjunto de la delincuencia y las autoridades o a 
la actuación de las autoridades exclusivamente. En los dos primeros 
supuestos, la autoridad sería por completo ajena a la desaparición. Sin 
embargo, cuando las desapariciones suman decenas de miles, como 
en México, y la autoridad investigadora ––el Ministerio Público–– no 
logra encontrar casi nunca a los desaparecidos ni averiguar el motivo 
de la desaparición, y menos aún dar con los presuntos responsables, 
se produce una sensación generalizada de intemperie, de desamparo. 

Ese incumplimiento del deber frecuentemente se debe a incapa-
cidad, pero en muchos casos obedece, asimismo, a desidia o temor. El 
temor es al menos comprensible. La desidia, en cambio, es una actitud 
criminal. Abatido de pesar, el denunciante se encuentra con el muro 
insalvable de la indolencia y el ancla inamovible de la pereza; esta 
última, pecado capital imperdonable cuando lo comete un servidor 
público encargado de funciones tan delicadas como la atención a víc-
timas y la persecución de delitos gravísimos. Otra razón del incumpli-
miento, la más reprobable, es la colusión entre criminales y servidores 
públicos encargados de perseguirlos. 

IV. Amnistía y Guardia Nacional 

Para “pacificar al país”, el actual presidente de la República, Andrés 
Manuel López Obrador, dijo que combatiría las causas sociales ––la 
pobreza, la marginación–– y anunció dos medidas: una amnistía para 
los delincuentes que colaboren con las autoridades en la persecución 
de los delitos y la creación de la Guardia Nacional bajo mando y dis-
ciplina militares. 

Ante el anuncio de esa amnistía son inevitables algunas preguntas. 
¿Es creíble que los criminales que han extorsionado, secuestrado, tor-
turado, mutilado y asesinado ––con frecuencia, degollando, quemando 
vivas o desollando a sus víctimas–– se volverían buenos una vez que 
se les concediera la amnistía? ¿Entregarían al Gobierno las armas y las 
sumas estratosféricas que han acumulado con sus negocios criminales 
y se dedicarían a hacer obras pías y benéficas para los pobres, acep-
tando como retribución por sus nuevas tareas un salario moderado? Al 
quedar libres quienes han ensangrentado y llenado de horror y zozobra 
muchas zonas del territorio nacional, ¿se produciría el milagro de que 
todo México se vuelva un edén de convivencia armónica? 
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Un reclamo generalizado de la sociedad mexicana es el que exige 
que se termine con la impunidad, por lo menos con la impunidad de 
los delitos más graves. La amnistía dejaría impunes precisamente los 
delitos más dañinos y crueles que se han cometido en México en los 
lustros recientes. El acuerdo del Gobierno colombiano con las farc 
sacrificó la justicia en aras de la paz, por lo que la mayoría de la pobla-
ción expresó su desacuerdo a pesar de que era la manera de terminar 
con un conflicto armado prolongadísimo. Pero fue posible porque ha-
bía que negociar únicamente con un grupo, solamente con los líderes 
del movimiento narcoterrorista, quienes aceptaron porque sabían que 
nunca conseguirían su proclamado objetivo de derrocar al Gobierno 
constitucional. 

En cambio, las bandas criminales en nuestro país son numerosas, 
dispersas, sin liderazgos oficiales, y no actúan por el poder político 
sino por las ganancias que les dan sus fechorías. ¿Con quiénes se pac-
taría la extinción de la acción penal o de la responsabilidad criminal 
a cambio de la pacificación del país, y por qué les interesaría a los 
amnistiados dejar sus lucrativas actividades? 

Muchos hemos abogado por la despenalización de las drogas. 
Si se despenalizaran, quedarían en libertad, por aplicación del prin-
cipio de retroactividad de la ley penal favorable a los reos, quienes 
se encuentran en prisión por venta de drogas ilícitas y/o actividades 
relacionadas con esa venta. Nada más: no quedarían libres ni se extin-
guirían las acciones penales contra los asesinos, secuestradores, ex-
torsionadores, etcétera. Con la amnistía anunciada por el presidente, 
todos esos delincuentes —los que más luto y sufrimiento han cau-
sado— quedarían en libertad, es decir, se les perdonarían todos sus 
crímenes. 

Dejar en libertad a criminales que han cometido conductas in-
frahumanas, destruyendo o arruinando decenas de miles de vidas, a 
cambio de su palabra de que en adelante se portarán bien no sería pre-
cisamente una medida ingenua, sino una burla al Estado de derecho 
y a las decenas de miles de víctimas de aquellos. Sería, asimismo, la 
abdicación más inútil y deshonrosa del Gobierno ––jurídica, política 
y ética–– y el triunfo más inaceptable e indefendible de la impunidad. 

En sus siete meses de gobierno (este texto se escribe a principios 
de julio de 2019), el presidente no ha insistido en el tema de la am-
nistía, pero declaró que las fuerzas de seguridad ya no se empeñarían 
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en la persecución de los capos del crimen organizado. Una bandera 
blanca a los criminales, una impunidad bajo palabra presidencial. 

Por otra parte, la Guardia Nacional militarizada, que ya ha en-
trado en funciones, va contra las promesas de campaña del entonces 
candidato de que ya no se utilizaría a los militares en tareas de seguri-
dad pública. Ya apunté que ha quedado claro —tenebrosamente claro, 
diría Antonio Machado— lo que ha sucedido en el país con la mili-
tarización de las tareas de seguridad pública. Si la Guardia Nacional 
no logra restablecer la paz en las regiones más violentas del país, y si-
multáneamente los abusos continúan siendo frecuentes y numerosos, 
su instauración habrá sido indefendible. Ya la han reprobado el Alto 
Comisionado de Derechos Humanos de la onu, Amnistía Internacio-
nal, Human Rights Watch y la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos, que sostienen que las tareas de seguridad pública deben 
quedar en manos de instituciones de carácter civil. 

Además, al igual que sus antecesores, el presidente no se propone 
transformación institucional alguna para profesionalizar a las policías 
y a los ministerios públicos. Sin cuerpos policiacos y órganos perse-
cutores de los delitos altamente profesionales y eficaces, la impunidad 
seguirá siendo tan escandalosa como hasta ahora y, por tanto, la ley no 
cumplirá su papel disuasorio de conductas delictivas. 

Y una pésima noticia de última hora: si la tasa de homicidios ha-
bía alcanzado su máximo histórico (a partir de que se lleva un registro 
oficial) en el gobierno de Enrique Peña Nieto, en el primer trimestre 
de este año se han cometido más homicidios que en el mismo período 
del año anterior. El Sistema Nacional de Seguridad Pública ha reporta-
do un aumento de 9.70%, lo que desmiente las declaraciones del presi-
dente Andrés Manuel López Obrador. Cada mes, de enero a marzo de 
este año, se han consumado más de 2 800 homicidios dolosos. 

V. ¿Qué hacer? 

La situación de inseguridad exacerbada que vive el país ––al menos, 
una parte considerable del país–– ¿es una fatalidad a la que hay que 
resignarse como a la inexorabilidad de los temblores en zonas de alto 
riesgo sísmico? No. “Lo que se llama resignación ––dictaminó el poe-
ta y filósofo estadounidense Henry David Thoreau–– es la desespera-
ción confirmada”. 
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Desde luego, no hay fórmula mágica para revertir inmediatamen-
te esta catástrofe. Seríamos un país muy seguro si una noche nos acos-
táramos siendo México y al día siguiente nos levantáramos converti-
dos, por ejemplo, en Finlandia. No es probable metamorfosis tal. No 
hay atajos que tomar. Pero podemos ir transformando esta inaceptable 
realidad paulatinamente. El presidente Felipe Calderón echó mano de 
los militares ante el crecimiento de la criminalidad organizada. Nunca 
se planteó que el ejército permanecería en esas nuevas tareas eterna-
mente, sino solo mientras el país preparaba cuerpos policiacos alta-
mente profesionales y confiables que pudieran enfrentar los nuevos 
retos que presenta la delincuencia. 

Crimen organizado existe en todos los países del mundo, pero no 
en todos genera las consecuencias calamitosas que hemos presencia-
do, atónitos y horrorizados, los mexicanos. Nuestro problema radica 
en la debilidad institucional, en el vacío de autoridad que se observa 
en numerosas regiones del país. Un ejemplo extremo de tal situación 
es el de Allende, Coahuila, donde una pandilla de criminales, sin obs-
táculo alguno, sacó de sus casas a una gran cantidad de pobladores a 
los que se llevó con rumbo desconocido para siempre. 

No saldrá ningún genio de la lámpara de Aladino ni acudirá la 
virgen de Guadalupe a concedernos el deseo de una seguridad pública 
aceptable: se trata de enmendar a fondo los cuerpos policiacos y los 
ministerios públicos. La capacitación de los actuales y de los nuevos 
servidores públicos policiacos y ministeriales debe ser rigurosa: no 
unas cuantas semanas, sino varios años; la selección tiene que ser es-
tricta; los salarios, las prestaciones laborales y las condiciones de tra-
bajo han de ser decorosos; los recursos materiales y tecnológicos, los 
óptimos. Será caro, pero nunca tan caro como el precio que estamos 
pagando por no contar con instituciones idóneas. 

Tener policías y ministerios públicos altamente profesionales es 
indispensable y urgente, pero desde luego no bastará para abatir la 
criminalidad. México debe ser capaz de ofrecer a los jóvenes que lle-
gan a la edad laboral horizontes de vida atractivos. El empleo —no 
el regalo de dinero–– será el mejor antídoto contra las tentaciones de 
ingresar al mundo del hampa. No solo eso: es preciso poner fin ya al 
absurdo gigantesco y sangriento de la persecución penal de las drogas. 
No hace falta repetir que esa persecución no ha logrado ninguno de 
sus objetivos y, en cambio, ha propiciado una catástrofe. 
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Hasta hoy, alrededor de 200 000 muertos y 40 000 desaparecidos,4 

un número no cuantificado de lisiados y mutilados, infiltración crimi-
nal de las autoridades e incremento de la violación a derechos huma-
nos han sido el precio de la guerra contra las drogas (dejemos de lado 
el elevadísimo gasto económico, siempre insignificante, comparado 
con el costo humano) sin haber conseguido uno solo de sus objetivos: 
ni reducción del consumo ni disminución del tráfico. 

La despenalización no volvería a los criminales “hermanas de la 
caridad” pero les quitaría una fuente pródiga e inagotable de finan-
ciamiento. Los consumidores no tendrían que acudir a un mercado 
clandestino. Los programas de prevención y tratamiento de adictos 
podrían aprovechar recursos que hoy se malgastan en la persecución 
penal. Y se respetaría el derecho de cada individuo a consumir libre-
mente lo que decida. Mientras en Estados Unidos la producción y 
la venta de la marihuana se legalizan progresivamente a pasos agi-
gantados, en nuestro país se suceden las masacres por mantener una 
prohibición hipócrita: la marihuana se puede conseguir fácilmente en 
todas partes. 

Si la marihuana es menos peligrosa para la salud que el alcohol 
y el tabaco, no tiene sentido prohibirla; si es tan dañina como creen 
muchos, con mayor razón hay que sacarla de la clandestinidad y regu-
larla, pues, como advierte Héctor Aguilar Camín,5 “mantenerla prohi-
bida es dejar un mercado riesgoso para la salud en manos de policías 
y narcotraficantes”. Suponiendo que la marihuana sea peligrosa, sin 
duda no lo es tanto como actividades cuya legalidad nadie discute: 
el alpinismo, el automovilismo, el funambulismo, por ejemplo.6 Me 
resulta difícil comprender que haya quienes gozan escalando el Ever-
est no obstante el sufrimiento que eso produce y la amenaza a la so-
brevivencia que conlleva, y que por hacerlo paguen decenas de miles 
de dólares. Pero no hay duda de que debe respetárseles el derecho a 
ejercer la práctica que los apasiona. 

4 La cifra oficial proviene de cálculos de diferentes fuentes. Véase, entre otras: 
https://elpais.com/especiales/2016/guerra-narcotrafico-mexico/. 

5 Milenio diario, 2 de noviembre de 2015. 
6 Los lectores pueden encontrar información exhaustiva sobre la marihuana en el 

libro colectivo Marihuana y salud, coordinado por Juan Ramón de la Fuente, Fondo 
de Cultura Económica. 
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Hay gente que muere a causa de las drogas, pero esas muertes 
se deben a la adulteración de la sustancia, a las jeringuillas contami-
nadas, a las sobredosis o a la falta de información sobre su adecuado 
manejo. Y, además, por decirlo con palabras de Fernando Savater, “la 
vida que pierden es suya, no del Estado o de la comunidad”.7 Cada 
cual tiene derecho a arriesgar su vida a condición de que no ponga en 
peligro la de otro sin su consentimiento. 

Gabriel Matzneff enseña: “El haschisch, el amor y el vino pueden 
dar lugar a lo mejor o a lo peor. Todo depende del uso que hagamos 
de ellos. De modo que no es la abstinencia lo que debemos enseñar, 
sino el autodominio”.8 No todo consumidor de drogas es drogadicto. 
El Estado está obligado a informar, completa y correctamente, sobre 
cada una de ellas, y, una vez que se legalicen, su función será controlar 
su elaboración y su calidad. El adicto tiene derecho a la ayuda de la 
sociedad tal como el que desea superar su depresión, escapar de una 
relación destructiva o librarse de cualquier otra dolencia. Pero no es lo 
mismo ayudar que prohibir. 

John Stuart Mill dictaminó: 

El único propósito en virtud del cual puede ejercerse legítimamente el 
poder sobre un miembro de una comunidad civilizada en contra de su 
voluntad es impedir que dañe a otros. Su propio bien sea físico o moral, 
no es justificación suficiente.9 

Con el único límite de respetar los derechos de los demás, el in-
dividuo libre no debe tener obstáculos en una democracia para buscar 
placer o conocimiento, disponer de sus energías o de su cuerpo, expe-
rimentar consigo mismo. 

7 Ética como amor propio, Ariel, Barcelona, 1988. 
8 Le taureau de Phalaris. Table ronde, París, 1987. 
9 De la libertad, Acantilado, Barcelona, 2013[1859]. 
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VI. Telón: consecuencias sociales 

No puede saberse a priori si una propuesta para aliviar un grave pro-
blema social es acertada. Lo inaceptable sería que, ante la magnitud y 
la complejidad del problema, optáramos por la resignación melancó-
lica o atemorizada. No lograremos abatir en un tris una criminalidad 
que ha adquirido una dimensión espantosa. Lo que sugiero en estas 
líneas podría lograr resultados plausibles gradualmente. No la desapa-
rición de los delitos (el sociólogo Gabriel Tarde advirtió que el delito 
es tan inseparable de las sociedades como las sombras lo son de los 
cuerpos que las proyectan), no una Arcadia donde necesariamente se 
amen los unos a los otros, pero probablemente una comunidad en la 
que los delitos graves sean esporádicos y prevalezca la convivencia 
civilizada. Ni más ni menos: una comunidad en la que podamos vivir 
humanamente. 
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